


Desde el gobierno neoliberal anterior se viene 
impulsando una durísima política de austeridad 
presupuestaria, que ha sido profundizada por el 
gobierno de Rodrigo Chaves, dicha política es el 
nefasto resultado de acuerdos con el Fondo Mon-
etario Internacional FMI.

Los resultados de estos acuerdos provocan un 
crecimiento acelerado de  la exorbitante deuda 
del Estado con la CCSS de ¢4 billones (¢4.000 
millones de millones); mientras que el pago de 
intereses de la deuda en 2024 fue del 4,83% del 
PIB, el más alto en 19 años; una deuda agudiza-
da por la  actual administración que sabotea la 
institución y  le impide cumplir plenamente con 
sus funciones, la reducción de presupuesto a 
la educación pública, el más bajo en 25 años; 
afectando comedores escolares, inversión en 
infraestructuras educativas colapsadas, suspen-
sión de becas, subsidios de transporte y otros,  
el desmantelamiento de los programas de ayuda 
social del IMAS y desaparición de programas es-
peciales, disminución de recursos en programas 
para jefas de hogar y más.

Las duras restricciones presupuestarias a los 
ministerios e instituciones autónomas que obliga 
la Regla Fiscal establecida en la Ley 9635, están 
provocando un grave deterioro por un lado en la 
calidad y cobertura de los servicios públicos y por 
otro, en el rol y papel del Estado en cuanto a su 

función social Constitucional.

El interés de los grupos de poder económico es 
la reducción del Estado a su mínima expresión, 
la privatización de servicios fundamentales como 
la educación, la salud pública, la electricidad y 
telecomunicaciones, los seguros, entre otros, y la 
venta de activos estatales, para hacer negocios 
privados con la totalidad de nuestra institucional-
idad pública.

Las Leyes de Finanzas Públicas y Empleo Públi-
co han empeorado las condiciones laborales en el 
sector público, generando precarización salarial y 
laboral para miles de trabajadores y sus famili-
as, incluso con un retroceso en el ingreso real del 
20%, en relación con los niveles prepandémicos. 
En el sector privado se profundizan no sólo los 
niveles de explotación laboral, sino los paupérri-
mos salarios. 

El ejercicio de la actividad sindical, pese a ser 
un Derecho Humano Fundamental y estar esta-
blecido en la legislación y Convenios de la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT) ha sido 
severamente violentado, se acentúa la perse-
cución sindical y el irrespeto a la libertad de sindi-
calización, se limita el derecho a la negociación 
colectiva de los y las trabajadoras de los sectores 
público y privado. 

MANIFIESTO DEL BUSSCO

EL DESMANTELAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO 
PROFUNDIZA LA CRISIS SOCIAL EN COSTA RICA

Y CONDUCE A LA VIOLENCIA



El actual gobierno en lugar de buscar solucionar 
los grandes problemas que afectan al pueblo co-
starricense, ataca y agrede las voces de sectores 
populares pretendiendo acallarlas; lo anterior en 
un contexto de aumento de costo de vida, de la 
violencia e inseguridad, objeto de los preceptos 
del capitalismo salvaje. 

El escenario preelectoral 2026 ya entró en acción, 
con partidos políticos que quieren profundizar la 
línea neoliberal de desmantelamiento del Estado 
y de peores condiciones para el pueblo.  El PLN, 
el PUSC, el PAC los libertarios, los neopentecos-
tales y el gobierno de Rodrigo Chaves no tienen 
diferencias ideológicas.
 

Se requiere un cambio radical de alternativas 
políticas, que realmente ponga en primer lugar las 
necesidades de los sectores populares, recupere 
el rol del Estado como redistribuidor de riqueza, 
garantice seguridad y paz a la ciudadanía, de-
fienda la soberanía nacional y actúe realmente en 
proteger los intereses nacionales por encima de 
los privados.

El Bloque Unitario Sindical y Social Costarricense 
llama a impulsar un gran encuentro nacional de 
sectores sociales populares y sindicales, para el 
diseño de una estrategia de lucha por la defen-
sa de los derechos de la clase trabajadora, por 
condiciones de vida dignas para nuestro pueblo, 
por una educación y salud públicas de calidad, 
por políticas públicas que den  respaldo efecti-
vo a nuestros agricultores, que les permita con-
servar su derecho a la tierra y apoyo mediante 
condiciones crediticias y subsidios que garanticen 
nuestra soberanía alimentaria, por políticas de re-
spaldo a los pequeños y medianos empresarios  
entre otras grandes necesidades que han sido de-

satendidas,  pese a las demagógicas promesas 
de campaña. 

Es importante unir esfuerzos por políticas efecti-
vas de protección del medio ambiente, contra la 
privatización del agua, de nuestras playas y zo-
nas costeras y contra la gentrificación en nuestras 
comunidades, por un verdadero combate a la cor-
rupción político-empresarial, contra las políticas 
que  favorecen  la evasión y el fraude fiscal que 
según el último dato del Ministerio de Hacienda 
del 2021 representa el 5.66% del PIB (2.94% IVA 
y 2.72% Renta) en Renta el 63% de ese fraude 
es empresarial,  las personas físicas con actividad 
lucrativa representan el 30% y los asalariados y 
pensionados sólo representan el 6.25%, cada uno 
de estos puntos del PIB representa aproximada-
mente 350.000 millones de colones al año, por lo 
este porcentaje 5.6% del PIB, son 2 billones de 
colones (2 mil millones de millones de colones  de 
impuestos que se dejan los evasores).

Para enfrentar a las actuales élites que controlan 
el Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial se re-
quiere de la más amplia y diversa unidad social y 
popular, que nos permita construir un camino dif-
erente que garantice inclusión, la justicia social, 
la distribución de la riqueza, la equidad social en 
beneficio y bienestar de las familias costarricens-
es.
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